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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA


             EXPED. T-2a. 66001-31-21-001-2017-00047-01
____________________________________________________________________________________________

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:


Auto  – 07 de julio de 2017 – Declara nulidad

Proceso: 



Acción de Tutela

Radicación Nro. :
  

66001-31-21-001-2017-00047-01
Demandante:


MARÍA ORFELINA TORO AMÉZQUITA
Demandado:


Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES
Magistrado Sustanciador:  

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Temas: 



ACCIÓN de TUTELA – PETICIÓN – SEGURIDAD SOCIAL – PENSIÓN – CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA - NULIDAD – OMISIÓN EN LA VINCULACIÓN A LA DEPENDENCIA DIRECTAMENTE ENCARGADA DE DAR REPUESTA Y RESOLVER DE FONDO – “La accionante, por intermedio de apoderado judicial, promovió acción de tutela contra la citada entidad, por considerar que vulnera sus derechos fundamentales a la seguridad social, salud, vida digna y mínimo vital, al negar la pensión de invalidez solicitada por ausencia del cumplimiento de los requisitos para ello y no aplicar al caso concreto el principio de la condición más beneficiosa y reconocer dicha prestación con fundamento en el acuerdo 049 de 1990. Por lo que pide su protección para que se reconozca la referida pensión.”

(…)

“En este caso, la demanda de amparo fue admitida frente a los Gerentes Nacionales de Reconocimiento y de Defensa Judicial de Colpensiones (fls. 84-85 C. Ppal.), sin enterar de tales decisiones a la SUBDIRECCIÓN DE DETERMINACIÓN que actualmente es la encargada de esa puntual función.

Del panorama reseñado, surge que el despacho omitió hacer parte a quien en realidad le corresponde la específica función de resolver las solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas de invalidez, vejez, muerte, indemnización sustitutiva y auxilio funerario, que en razón del contenido de la concreta pretensión del amparo tutelar, correspondía ser convocada a la acción de tutela.

En efecto, revisada la normativa que se ha expedido para el funcionamiento de la administradora de pensiones, se tiene que de conformidad con la resolución 131 de 2017 “Por la cual se expide el Manual Específico de Funciones y Competencias Laborales de los cargos de Trabajadores Oficiales de la Planta de Personal de la Administradora Colombiana de Pensiones, COLPENSIONES”, es a la SUBDIRECCIÓN DE DETERMINACIÓN a la que se asigna “Proferir y suscribir los actos administrativos que decidan sobre las solicitudes de reconocimiento de Prestaciones Económicas de invalidez, vejez, muerte, indemnización sustitutiva y auxilio funerario de competencia de la Administradora, así como los necesarios tendientes al logro de su efectividad, de conformidad con la normatividad vigente y estándares de calidad establecidos por la Empresa.”.”
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I. Asunto

Correspondería al Tribunal decidir la impugnación presentada por la señora MARÍA ORFELINA TORO AMÉZQUITA, contra la sentencia proferida el 1º de junio de 2017, mediante la cual el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira resolvió la acción de tutela promovida por la opugnante, contra la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES, si no fuera porque en el trámite de primera instancia se incurrió en causal de nulidad que compromete lo actuado, según pasa a explicarse.

II. Antecedentes

1. La accionante, por intermedio de apoderado judicial, promovió acción de tutela contra la citada entidad, por considerar que vulnera sus derechos fundamentales a la seguridad social, salud, vida digna y mínimo vital, al negar la pensión de invalidez solicitada por ausencia del cumplimiento de los requisitos para ello y no aplicar al caso concreto el principio de la condición más beneficiosa y reconocer dicha prestación con fundamento en el acuerdo 049 de 1990. Por lo que pide su protección para que se reconozca la referida pensión.

2. La demanda de amparo fue admitida y se dispuso la notificación del Gerente Nacional de Reconocimiento y la Gerente Nacional de Defensa Judicial de Colpensiones (fls. 55-57 C. Ppal.).
3. La instancia culminó con sentencia del 1º de junio de 2017, en la que se resolvió “negar por improcedente” el amparo deprecado. (fls. 70-74 Ib.).
4. Decisión impugnada por la parte accionante, exponiendo similares argumentos a los plasmados en la demanda de tutela. (fls. 78-79 Ib.).
III. Consideraciones de la Sala

1. En virtud de las garantías fundamentales que deben respetarse en todo procedimiento, se debe garantizar el derecho de defensa y contradicción a todos aquellos que puedan verse perjudicados con la sentencia o sean destinatarios directos de las órdenes constitucionales que lleguen a impartirse, siendo obligatorio notificarles la admisión de la rogativa, para que, si a bien lo tienen, se pronuncien sobre la misma.

De acuerdo con ello, cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, se estructura la causal de nulidad establecida en el precepto 133 numeral 8° del CGP
.

2. En este caso, la demanda de amparo fue admitida frente a los Gerentes Nacionales de Reconocimiento y de Defensa Judicial de Colpensiones (fls. 55-57 C. Ppal.), sin enterar de tales decisiones a la SUBDIRECCIÓN DE DETERMINACIÓN que actualmente es la encargada de esa puntual función.

3. Del panorama reseñado, surge que el despacho omitió hacer parte a quien en realidad le corresponde la específica función de resolver las solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas de invalidez, vejez, muerte, indemnización sustitutiva y auxilio funerario, que en razón del contenido de la concreta pretensión del amparo tutelar, correspondía ser convocada a la acción de tutela.

4. En efecto, revisada la normativa que se ha expedido para el funcionamiento de la administradora de pensiones, se tiene que de conformidad con la resolución 131 de 2017 “Por la cual se expide el Manual Específico de Funciones y Competencias Laborales de los cargos de Trabajadores Oficiales de la Planta de Personal de la Administradora Colombiana de Pensiones, COLPENSIONES”, así como el acuerdo 108 de 2017 “Por el cual se modifica la estructura interna de la Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES”, es a la SUBDIRECCIÓN DE DETERMINACIÓN a la que se asigna “Proferir y suscribir los actos administrativos que decidan sobre las solicitudes de reconocimiento de Prestaciones Económicas de invalidez, vejez, muerte, indemnización sustitutiva y auxilio funerario de competencia de la Administradora, así como los necesarios tendientes al logro de su efectividad, de conformidad con la normatividad vigente y estándares de calidad establecidos por la Empresa.”.
5. El anterior razonamiento guarda armonía con lo expuesto por la Corte Constitucional:

“Esta Corporación ha señalado antes que si bien en la acción tutela rige el principio de informalidad, éste no es absoluto y es necesario satisfacer ciertos presupuestos básicos para evitar una decisión que no proteja los derechos fundamentales, entre ellos la integración de la causa pasiva. Al respecto ha señalado “(…) el principio de informalidad adquiere marcada relevancia en los procedimientos de tutela y debe prestarse especial cuidado en la integración de la causa pasiva y del legítimo contradictorio toda vez que, en ciertos eventos, la demanda se formula en contra de quien no ha incurrido en la conducta imputada, o no se vincula a la totalidad de los sujetos procesales. Tal circunstancia se presenta, generalmente, porque el particular no conoce, ni puede exigírsele conocer, la complicada y variable estructura del Estado, ni de ciertas organizaciones privadas encargadas de la prestación de un servicio público. Pero el juez, que cuenta con la preparación y las herramientas jurídicas para suplir tal deficiencia, está en la obligación de conformar el legítimo contradictorio, no solo en virtud del principio de informalidad, sino también, atendiendo el principio de oficiosidad que orienta los procedimientos de tutela.”

6. Por ende, la irregularidad de no haber vinculado debidamente en el proceso a la SUBDIRECCIÓN DE DETERMINACIÓN, impone declarar la invalidez de lo actuado a partir del auto admisorio del amparo constitucional, inclusive, para que el juez de instancia, proceda a integrar como parte en el asunto a la dependencia ya referida.
7. No se dará aplicación a lo previsto en el artículo 137 del CGP, por cuanto que contraría los principios de celeridad y eficacia de la acción de tutela, los cuales obligadamente, ya se encuentran comprometidos con la nulidad que aquí se decreta, conforme así lo ha resuelto la Corte Suprema de Justicia.

8. En consecuencia, se ordenará devolver el expediente al Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, para que adelante nuevamente la actuación que por esta vía se invalida.
IV. Decisión

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia Unitaria del Tribunal Superior de Pereira,  
RESUELVE:
Primero: SE DECLARA la nulidad del trámite surtido en esta acción de tutela, a partir del auto admisorio del amparo constitucional, inclusive, para que el juez de instancia proceda en la forma indicada.  Sin perjuicio de la validez de las pruebas en los términos del artículo 138 del CGP.

Segundo: DEVOLVER el expediente a su oficina de origen, para que se cumpla lo ordenado.
Notifíquese
El Magistrado,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado.


� Corte Constitucional. Auto 315 de 2006. MP. Clara Inés Vargas Hernández. 


“Cuando, durante el proceso de tutela, en la primera y segunda instancia, la causa pasiva ha sido integrada incorrectamente o una parte con un interés legítimo no ha sido notificada, la Corte Constitucional ha encontrado que se configura una causal de nulidad del proceso de tutela y ha considerado que el procedimiento adecuado consiste en devolver el expediente al juez de instancia con la finalidad que subsane el vicio y se integre correctamente el contradictorio”





5

